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5 CAPÍTULO 5: MARCO JURÍDICO Y LEGAL     

5.1 INTRODUCCIÓN 

La Legislación Ambiental directamente relevante para el Estudio de Impacto Ambiental del 
Proyecto “Nuevo Ciclo Combinado Itabo”, se analiza de acuerdo a las regulaciones legales 
ambientales que rigen este tipo de actividades. 

La legislación ambiental dominicana se ha organizado considerando los temas de la siguiente 
manera:  

• Ley General de Medio Ambiente y Recursos Naturales, en lo referente al licenciamiento 
ambiental, control de la contaminación, protección de la fauna y flora, recursos hídricos, 
patrimonio histórico, cultural y arqueológico; 

• Ley General de Electricidad;  

• Procesos de Derecho de Paso y Servidumbre;  

• Salud y Seguridad Ocupacional del Trabajo y Legislación Laboral, y  

• Otras Normas y Reglamentos. 

5.2 LEY GENERAL DE MEDIO AMBIENTE      

La Ley General de Medio Ambiente y Recursos Naturales, No. 64-00, considera recursos 
biológicos, agua, suelo, aire, territorio, su protección y contaminación y las medidas 
administrativas, judiciales y técnicas para ello. 

5.2.1 Principios fundamentales       

Para este Estudio de Impacto Ambiental se ha tomado en cuenta particularmente de la  ley general 
sobre medio ambiente y recursos naturales, lo siguiente:  

• Los principios fundamentales establecidos en el Título I, Capítulo I, Artículos 1 a 14 de la 

citada ley.  

• Los instrumentos para la Gestión del Medio Ambiente y los Recursos Naturales 

establecidos en el Título II. 

5.2.2 Permisología Ambiental         

Las principales leyes, normas y / o reglamentos que gobiernan los procedimientos de concesión 
de licencias ambientales que se aplicarán al proyecto son los siguientes: 

• En el Artículo 27 de esta Ley, se establecen los instrumentos para la gestión del medio 

ambiente y los recursos naturales, entre los que se incluyen los permisos y licencias 

ambientales. La Resolución No 05/2002, que crea el Reglamento del Sistema de Permisos 

y Licencias Ambientales, la Nomenclatura Explicativa de Obras, Actividades y Proyectos. 

• En los artículos 38 a 48, del Capítulo IV, "De la Evaluación Ambiental", en el que se 

incluyen las indicaciones sobre evaluaciones ambientales, crea el procedimiento de 
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evaluación de impacto ambiental para proyectos nuevos y el Anexo 1 de proyectos que 

requieren entrar al proceso de evaluación de impacto ambiental por categorías según 

magnitud de impactos ambientales.  

En este sentido la Ley cuenta con los siguientes instrumentos:  

a) Declaración de Impacto Ambiental, DIA.  

b) Evaluación Ambiental Estratégica, EAE.  

c) Estudio de Impacto Ambiental, EsIA.  

d) Informe Ambiental, IA.  

e) Licencia Ambiental.  

f) Permiso Ambiental. 

g) Auditorías Ambientales. 

h) Consulta Pública.  

En el artículo 41, numeral 2 se enmarca como actividad o proyecto que requiere la presentación 
de una evaluación ambiental, lo relativo a Líneas de Transmisión Eléctrica de Alto Voltaje y 
Subestaciones.  

El Párrafo V de este artículo que establece que la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y 
Recursos Naturales (en la actualidad Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales) 
establecerá los criterios para determinar si el proyecto requiere un Permiso Ambiental y por tanto 
deberá presentar una Declaración de Impacto Ambiental, DIA, o si en cambio precisa de Licencia 
Ambiental en cuyo caso deberá presentar un Estudio de Impacto Ambiental. También deberá 
establecer criterios de exclusión, que permitan identificar aquellos proyectos o actividades que 
no requieren ingresar al proceso de evaluación ambiental.  

A fines de su adaptación al nuevo marco legal el Proyecto “Nuevo Ciclo Combinado Itabo”, inició 
su proceso de adecuación a la normativa ambiental presentando el formulario de análisis previo 
por ante el Viceministerio de Gestión Ambiental.  

De acuerdo a los Términos de Referencia elaborados por el Ministerio de Medio Ambiente y 
Recursos Naturales, el Proyecto en cuestión requiere de la presentación de un Estudio de Impacto 
Ambiental (EIA), a los fines de obtener la Licencia Ambiental, razón por la cual se elabora este 
documento.  
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5.3 LEY GENERAL DE ELECTRICIDAD NO. 125-01 Y SU REGLAMENTO DE 
APLICACIÓN 

La Ley General de Electricidad fue introducida al Congreso Dominicano en noviembre de 1994 y 
promulgada el 26 de julio de 2001, Publicada en la Gaceta Oficial No. 10095 de fecha 27 de julio 
de 2001, Modificada por la Ley No. 186-07 de fecha 06 de agosto de 2007, Publicada en la Gaceta 
Oficial No. 10429 de fecha 09 de agosto de 2007, con la finalidad de establecer un Marco 
Regulatorio del Sub sector eléctrico en materia de abastecimiento, transporte y distribución de 
electricidad.  

Esta ley otorga al concesionario definitivo de una línea de transmisión el derecho de servidumbre, 
o sea, a ocupar los terrenos públicos y privados requeridos y necesarios para el transporte de 
electricidad y ocupar los espacios necesarios para la subestación eléctrica.  

5.3.1 Ámbito y objetivos 

Artículo 4.- Son objetivos básicos que deberán cumplirse mediante la aplicación de la presente 
Ley y de su Reglamento:  

a) Promover y garantizar la oportuna oferta de electricidad que requiera el desarrollo del país, en 
condiciones adecuadas de calidad, seguridad y continuidad, con el óptimo uso de recursos y la 
debida consideración de los aspectos ambientales;  

b) Promover la participación privada en el desarrollo del subsector eléctrico;  

c) Promover una sana competencia en todas aquellas actividades en que ello sea factible y velar 
porque ella sea efectiva, impidiendo prácticas que constituyan competencias desleales o abuso de 
posición dominante en el mercado, de manera que en estas actividades las decisiones de inversión 
y los precios de la electricidad sean libres y queden determinados por el mercado en las 
condiciones previstas;  

d) Regular los precios de aquellas actividades que representan carácter monopólico, 
estableciendo tarifas con criterios económicos, de eficiencia y equidad a manera de un mercado 
competitivo;  

e) Velar porque el suministro y la comercialización de la electricidad se efectúen con criterios de 
neutralidad y sin discriminación; y 

 f) Asegurar la protección de los derechos de los usuarios y el cumplimiento de sus obligaciones. 

5.3.2 Modificaciones de la Ley General de Electricidad    

La LEY GENERAL DE ELECTRICIDAD No. 125-01 de fecha 26 de julio de 2001, Publicada en la 
Gaceta Oficial No. 10095 de fecha 27 de julio de 2001, Modificada por la Ley No. 186-07 de fecha 
06 de agosto de 2007, Publicada en la Gaceta Oficial No. 10429 de fecha 09 de agosto de 2007.  

Para el desenvolvimiento del mercado eléctrico dominicano, el fortalecimiento del marco 
normativo y la institucionalidad en el que este se desarrolla, así como la consolidación de los 
organismos del Estado que rigen sus actividades específicas, se han realizado modificaciones 
significativas que son presentadas a continuación: 
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▪ Ley no. 186-07, de fecha 6 de agosto de 2007, que introduce modificaciones a la ley general 

de electricidad no. 125-01. 

▪ Decreto no. 749-02, de fecha 19 de septiembre de 2002, que introduce modificaciones al 

reglamento de aplicación de la ley general de electricidad. 

▪ Decreto no. 306-03, de fecha 1 de abril de 2003, que introduce modificaciones al 

reglamento de aplicación de la ley general de electricidad. 

▪ Decreto no. 321-03, de fecha 3 de abril de 2003, que introduce modificaciones al 

reglamento de aplicación de la ley general de electricidad. 

▪ Decreto no. 494-07, de fecha 30 de agosto de 2007, que introduce modificaciones al 

reglamento de aplicación de la ley general de electricidad. 

Algunas de las reformas incluyen también que:  

▪ El estado permanece con su función reguladora, sin embargo, la función empresarial ya 

no corresponde al Estado.  

▪ Promueve la especialización de las empresas del Sub sector Eléctrico.  

▪ Fomenta la competencia en la generación, distribución y comercialización.  

▪ Da oportunidad a los distribuidores y Grandes Usuarios de conocer los precios de 

electricidad ofrecidos por diversos productores.  

Otras reformas contenidas en la Ley General de Electricidad implican cambiar desde un sistema 
centralizado dirigido por el estado con empresas verticalmente integradas, con necesidad de 
subsidios cruzados y poca eficiencia, hacia un mercado abierto que permite:  

▪ Objetividad, porque se establecen criterios claros para la operación del sistema 

estableciendo reglamentos y procedimientos.  

▪ Transparencia, porque se identifican los costos de producción, transmisión y distribución.  

▪ Equidad, porque busca la asignación de costos y beneficios en igualdad de condiciones y 

en proporción a la participación.  

▪ Independencia, porque se rige por las fuerzas del mercado.  

▪ Eficiencia, porque se introduce la competencia optimizando el uso de los recursos.  

▪ Oportunidad, para los consumidores porque pueden elegir libremente a sus proveedores 

y para los productores, porque pueden planificar sus inversiones en función de las señales 

del mercado. 

5.3.3 Consideraciones sobre el medio ambiente 

En el Capítulo II sobre las Concesiones Definitivas se establece: 

Art. 45.- Las concesiones definitivas se otorgarán mediante autorización del Poder Ejecutivo. En 
ningún caso se otorgarán concesiones para instalar unidades de generación de electricidad que 
contemplen el uso de residuos tóxicos de origen externo o local que degraden el medio ambiente 
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y el sistema ecológico nacional. La Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales, 
SEMARN, deberá emitir previamente una certificación de no objeción al respecto. 

Art. 46.- La solicitud de concesión definitiva deberá satisfacer los requerimientos dispuestos por 
esta ley y su reglamento y será presentada a La Superintendencia.  

a) Todas las solicitudes deberán incluir un estudio del efecto de las instalaciones sobre el 
medio ambiente y las medidas que tomará el interesado para mitigarlo, sometiéndose en todo 
caso a las disposiciones y organismos oficiales que rigen la materia. 

En el TÍTULO  VIII sobre Disposiciones Penales se establece: 

Párrafo I.- Constituye un delito la infracción  a la presente ley y serán objeto de sanción: 

b) Las empresas eléctricas que no cumplan con la calidad y continuidad del suministro eléctrico, 

la preservación del medio ambiente, la seguridad de las instalaciones de los servicios que se 

presten a los usuarios, de acuerdo a los reglamentos; 

5.3.4  Instituciones del subsector eléctrico       

▪ Artículo 6.- Los organismos del Estado que rigen las actividades específicas del subsector 

eléctrico son la Comisión Nacional de Energía (La Comisión) y la Superintendencia de 

Electricidad (La Superintendencia), cuyas funciones, atribuciones, organización, personal 

y patrimonio se establecen en el presente título.  

▪ Artículo 7.- Se crea la Comisión Nacional de Energía (La Comisión), con personalidad 

jurídica de derecho público, patrimonio propio y capacidad para adquirir, ejercer 

derechos y contraer obligaciones. Este organismo se relacionará con el Poder Ejecutivo a 

través del Secretario de Estado, presidente de su directorio. Su domicilio será la ciudad de 

Santo Domingo, sin perjuicio de las oficinas regionales que pueda establecer.  

▪ Artículo 8.- Se crea la Superintendencia de Electricidad con personalidad jurídica de 

derecho público, con patrimonio propio y capacidad para adquirir, ejercer derechos y 

contraer obligaciones, que se relacionará con el Poder Ejecutivo por intermedio de la 

Comisión Nacional de Energía. Su domicilio será la ciudad de Santo Domingo, sin 

perjuicio de las oficinas regionales que pueda establecer.  

▪ Artículo 9.- Las entidades que producen, transportan o distribuyen la electricidad a 

terceros son: las empresas eléctricas y los autoproductores y cogeneradores de electricidad 

que venden sus excedentes a través del sistema eléctrico, y los propietarios de líneas de 

distribución y subestaciones eléctricas de distribución que otorgan derecho de paso de 

electricidad a través de sus instalaciones. Estas entidades podrán comercializar 

directamente su electricidad y su capacidad de distribuirla.  

5.3.5 Reglamento de aplicación a la ley 

El Reglamento de aplicación a la Ley General de Electricidad aprobado por el Poder Ejecutivo 

mediante el decreto No. 555-02 de fecha 19 de julio de 2002, contiene de manera específica la 
formativa para la regulación y aplicación de los principios o normas generales establecidas en la 
Ley. 
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  ART.85.- Requisitos que deben cumplir los Productores Independientes de Electricidad (IPP´s) 
para la obtención de Concesión Definitiva. 

c) Licencia Ambiental expedida por la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales o Certificación de no-objeción expedida por dicha Institución. 

En el Capítulo VI sobre los Permisos se establece: 

ART.108.- Los permisos para que las obras de generación de electricidad, no sujetas a concesión, 
puedan usar y ocupar bienes nacionales o municipales de uso público serán otorgados, previa 
consulta a la SIE, por las autoridades correspondientes. 

f) Estudio sobre impacto de las obras en el medio ambiente y de las medidas que tomaría el 
interesado para mitigarlo; 

5.3.6 Empresa de Transmisión Eléctrica Dominicana (ETED) 

La Empresa de Transmisión Eléctrica Dominicana (ETED) es una empresa descentralizada 
propiedad del estado dominicano que surge a partir de la segmentación del sector eléctrico, 
producto de la capitalización de la Corporación Dominicana de Electricidad, mediante la Ley 
General de Reforma de la Empresa Pública No. 141-97 de fecha 24 de junio del año 1997, teniendo 
su marco legal en la Ley General de Electricidad No. 125-01 de fecha 26 de julio del año 2001, que 
regula todos los aspectos relativos a la producción, transmisión, distribución y comercialización 
de la energía eléctrica en la República Dominicana. 

A estos fines, el Poder Ejecutivo mediante el decreto No. 629-07 de fecha 2 de noviembre del año 
2007, crea con fecha de efectividad a partir del primero de enero del 2008, la Empresa de 
Transmisión Eléctrica Dominicana (ETED) con autonomía presupuestaria y personería jurídica 
propias, según lo establece la Ley General de Electricidad, cuya responsabilidad es la operación, 
mantenimiento y administración de todas las redes de alta tensión, subestaciones, equipos, 
maquinarias, sistemas de transmisión de electricidad, bienes muebles e inmuebles transferidos 
desde la CDEEE. 

5.3.7 AES Dominicana 

AES Dominicana es el grupo líder en innovación, producción y almacenamiento de energía 
eléctrica en República Dominicana, un mercado donde ofrece una canasta de soluciones 
diversificadas que incluye plantas de generación, terminal de gas natural, gasoductos, parques 
solares y los más avanzados sistemas de almacenamiento de energía. 

Iniciaron sus primeras operaciones en República Dominicana, en 1997, el país dependía en un 
90% del petróleo para suplir sus necesidades de electricidad, pero desde entonces tuvieron claro 
que su rol no se limitaría a fundar una compañía rentable, sino, además, a convertirse  en un actor 
protagónico de la transición energética nacional, ofreciendo soluciones modernas e innovadoras. 

Han sido pioneros en la introducción de la generación de energía en base a Gas Natural Licuado 
(GNL), y, en torno a esta apuesta, fueron los primeros en construir modernos gasoductos, ciclos 
combinados de generación y terminales de GNL, entre otras innovaciones que han determinado 
la transformación de la industria eléctrica en general y la diversificación de la matriz energética 
nacional. 



Estudio de Impacto Ambiental del Proyecto Nuevo Ciclo Combinado ITABO 

 

 

                                                               Capítulo 5: Marco Jurídico y Legal                     Pág. 5- 9 

 

La introducción del GNL en el mercado nacional ha propiciado la reducción anual de 1.6 millones 
de toneladas de emisiones de dióxido de carbono, logro ambiental que incluye tanto a las propias 
plantas de AES como las nuevas conversiones de plantas de otros generadores que se han 
producido desde que iniciaron las operaciones Gasoducto del Este, en febrero de 2020, según 
registran las mediciones del Departamento de Medioambiente de AES Dominicana. 

AES Dominicana es una de las empresas más rentables del país. Es también uno de sus grandes 
contribuyentes fiscales y un sujeto de cambio comprometido en mejorar las condiciones de vida 
de las comunidades donde operan sus plantas, a través de la acción social de la Fundación AES 
Dominicana. 

En el 2020 Como parte de la nueva estrategia de negocios, vendieron parte accionaria en la 
Empresa Generadora de Energía ITABO, S.A.; en alianza con inversionistas nacionales e 
internacionales, creando la empresa Energía Natural Dominicana (ENADOM), para la 
comercialización de Gas Natural Licuado, e introdujimos nuevos productos para apoyar a 
nuestros clientes en el propósito de ser más ecoeficientes 

 

Foto 5.1 Líneas de negocios de AES Dominicana 

 

Fuente: Informe de sostenibilidad 2020 AES Dominicana 
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5.3.8 Generadora de electricidad ITABO 

La Empresa Generadora de Electricidad ITABO S.A. (“ITABO”) es una empresa fruto del proceso 
de capitalización de activos de la antigua CDE a finales de los 90, y es una empresa de capital 
mixto público y privado, donde el accionista privado es quien administra y opera los activos. Fue 
fundada en 1999, a partir del proceso de reforma y capitalización de las empresas del Estado. Es 
propiedad del grupo agroindustrial Linda que posee el 50% de participación accionaria, 49.97% 
es propiedad del Estado, representado por el Fondo Patrimonial de las Empresas Reformadas 
(FONPER), y el restante 0.03% está en manos de los ex empleados de la antigua CDE. A partir de 
abril 2021 AES Dominicana mantiene la Operación y el mantenimiento en Itabo bajo un contrato 
de administración. 

Esta generadora posee 260 MW de capacidad instalada en activos de generación ubicados en 
República Dominicana. La planta de vapor ITABO se encuentra aproximadamente a 2 Km al oeste 
de la costa occidental del puerto de Haina y posee un puerto internacional para descargar el 
carbón utilizado para la generación. Recientemente, el 50% del capital accionario de la parte 
privada de Itabo fue adquirido por el Grupo Lina 

En el año 1997 bajo la Ley de Reforma y Capitalización del Estado se inicia el Proceso de Reforma 
del Sector Eléctrico bajo la modalidad de la Capitalización de la CDE. 

El Proceso de Capitalización de la CDE, mediante licitaciones públicas internacionales, da origen 
a las Empresas de Distribución EDEESTE, EDESUR y EDENORTE y a las Empresas de 
Generación ITABO y HAINA. 

Las empresas que ganaron la licitación para la capitalización de Itabo fueron Gener (empresa de 
capital chileno), Coastal Corporation luego absorbida por El Paso Corporation (una empresa de 
los Estados Unidos). 

En el año 2000 luego de ejecutar una oferta pública de adquisición de acciones, AES toma el 
control de Gener. 

En el año 2006 AES completa la compra de las acciones de El Paso Corporation en Itabo, pasando 
a tomar el control del 50% del capital privado. 

En el año 2020, AES firma un acuerdo para una posible venta de su capital accionario en Itabo 
con el grupo Linda, acuerdo que fue finalizado en el mes de abril del 2021. 

En el 2020, Itabo aportó al sistema eléctrico 9.01%, equivalente a 1,591.77 GWh. Las unidades 
Itabo I e Itabo II, se mantienen constantemente realizando mejoras en sus procesos para continuar 
brindando al sistema una efectiva y segura generación eléctrica, producida por uno de los 
combustibles más económicos, el carbón mineral. 

 

 

 

 



Estudio de Impacto Ambiental del Proyecto Nuevo Ciclo Combinado ITABO 

 

 

                                                               Capítulo 5: Marco Jurídico y Legal                     Pág. 5- 11 

 

5.3.9 De las servidumbres y los peajes 

Artículo 67.- Las resoluciones de concesión definitiva o provisional, permisos y autorizaciones 

del Poder Ejecutivo indicarán, de acuerdo con esta Ley y su Reglamento, los derechos de 

servidumbres que requiera el concesionario, conforme a los planos especiales de servidumbres 

que se hayan aprobado en la resolución o autorización de concesión.  

Artículo 68.- Después de satisfacer las exigencias y trámites establecidos en la Constitución de la 

República y en esta Ley, las concesiones de centrales productoras de electricidad permiten al 

concesionario obtener, mediante los procedimientos previstos en esta Ley, el derecho de ocupar 

los terrenos que necesitaren para efectuar los estudios, construir y establecer las obras y realizar 

su operación normal; ocupar y cerrar los terrenos necesarios para embalses, vertederos, 

clasificadores, estanques de acumulación de aguas, cámaras de presión, cavernas, habitaciones 

para el personal de vigilancia, caminos de acceso, depósitos de materiales y, en general, todas las 

servidumbres y obras requeridas para las instalaciones eléctricas. 

Artículo 69.- Las concesiones definitivas de líneas y subestaciones de transmisión y de servicio 

público de distribución permiten al concesionario obtener, mediante los procedimientos previstos 

en esta Ley, el derecho para efectuar estudios; tender líneas aéreas y/o subterráneas a través de 

propiedades que han adquirido de manera definitiva, ocupar los terrenos necesarios para el 

transporte de la electricidad, desde la central generadora o subestación, hasta los puntos de 

consumo o de aplicación y limitar su uso; ocupar y cerrar los terrenos necesarios para las 

subestaciones eléctricas, incluyendo las habitaciones para el personal de vigilancia.  

Artículo 70.- (Modificado por el Artículo 3 de la Ley No. 186-07, de fecha 06 de agosto de 2007). 

Cuando existan líneas eléctricas en una heredad, el propietario de éstas podrá exigir que se 

aprovechen las mismas cuando se desee constituir una nueva servidumbre y construir una nueva 

línea. La Superintendencia, oídos los interesados, resolverá sobre la contestación surgida.  

Artículo 71.- Los edificios no quedan sujetos a las servidumbres de obras de generación ni de 

líneas de transmisión y distribución de electricidad, salvo los casos excepcionales que se indican 

en el Reglamento.  

Artículo 72.- Será deber del beneficiario de una concesión definitiva el gestionar con los 

derechohabientes del predio, una solución amigable del uso de las servidumbres o apropiaciones 

que requiera la concesión. Si tal diligencia fallare o las partes no alcanzaren acuerdo, el Juez de 

Paz de la ubicación del inmueble conocerá el conflicto, conforme a su competencia. Los costos y 

pagos de cualquier naturaleza estarán a cargo del concesionario.  

Artículo 73.- El dueño del predio sirviente no podrá realizar plantaciones, construcciones ni obras 

de otra naturaleza, que perturben el libre ejercicio de las servidumbres establecidas en ocasión de 

esta Ley y la Constitución de la República.  

Artículo 74.- Los derechos de servidumbre atribuidos en este título a las concesiones 

provisionales después de habérsele dado cumplimiento al Artículo 72 de la presente Ley podrán 

ser ejercidos plenamente. 
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5.3.10 De la comisión arbitral  

Artículo 75.- El derechohabiente del predio sirviente y el concesionario tendrán la opción, 

excluyente del Juez de Paz, de apoderar del caso al Superintendente quien designará una 

Comisión Arbitral compuesta de tres peritos, elegidos uno por cada parte y el tercero por los dos 

primeros, del cuadro de profesionales mantenidos por La Superintendencia para que, oyendo a 

las partes, practique el avalúo de las indemnizaciones que deben pagarse al propietario del 

predio. Si en el plazo de treinta (30) días las partes no logran acuerdo sobre la Comisión Arbitral, 

los designará de oficio el Superintendente. En este avalúo no se tomará en consideración el mayor 

valor que puedan adquirir los terrenos por las obras proyectadas. La decisión de la Comisión 

Arbitral no estará sujeta a recursos, tendrá el carácter de irrevocable y se impondrá a las partes. 

Los honorarios de la Comisión Arbitral estarán a cargo del concesionario y serán fijados por el 

Superintendente. 

Artículo 76.- El Reglamento de la presente Ley establecerá las normas para el funcionamiento de 

la Comisión Arbitral.  

Artículo 77.- El valor fijado por la Comisión Arbitral será entregado por el interesado al 

derechohabiente, y en caso de que éste se encontrare ausente o se negare a recibirlo, será 

depositado a su nombre, por el concepto anunciado, en la Colecturía de Impuestos Internos 

correspondiente.  

Artículo 78.- La decisión de la Comisión Arbitral, más el recibo de pago, de acuerdo al Artículo 

anterior, servirá al concesionario para obtener, en caso de impedimento, la homologación del Juez 

de Paz de la ubicación del inmueble para convertir la decisión en judicialmente ejecutoria y entrar 

o ser puesto en posesión mediante el auxilio de la fuerza pública, no obstante, cualquier 

reclamación del derechohabiente.  

Artículo 79.- El dueño del predio sirviente tendrá derecho a que se le pague:  

a) El valor de todo terreno ocupado por las obras eléctricas, incluidas las de embalse y 

estanques, por los postes y las torres de las líneas, por las zanjas de las líneas subterráneas, por 

los edificios y por los caminos de acceso, según los planos de servidumbres;  

b) El valor de los perjuicios ocasionados durante los estudios y la construcción de las obras, 

o como consecuencia de ellos o del ejercicio de las servidumbres. Igualmente, el valor de los 

perjuicios que causen las líneas aéreas;  

c) Una indemnización por el tránsito que el concesionario tiene derecho a hacer para los 

efectos de la custodia, conservación, reparación y mejoramiento de las líneas. Esta indemnización 

será particularizada en el Reglamento. Si al constituirse una servidumbre quedaran terrenos 

inutilizados para su natural aprovechamiento, el concesionario estará obligado a extender la 

servidumbre a todos estos terrenos.  

Artículo 80.- A falta de acuerdo entre las partes, todas las dificultades o cuestiones que en 

cualquier tiempo y personas sugieren a propósito de los derechos a ingreso, servidumbres y 

erección de mejoras que se contemplan en esta Ley, corresponderá dirimirlas al Juez de Paz de la 
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ubicación del inmueble, enmarcado dentro de las previsiones del Artículo 1, Párrafo II del Código 

de Procedimiento Civil, modificado por la Ley No.38-98, del 6 de febrero de 1998. 

Artículo 81.- El beneficiario de una concesión definitiva, que mediante las opciones previstas en 

esta Ley haya obtenido la atribución de una servidumbre de paso u ocupación, podrá hacerla 

inscribir y ejecutar por ante la Jurisdicción de Tierras. 

5.3.11 De la puesta en servicio y de las obras y de los servicios eléctricos  

Artículo 90.- Las obras de generación, transmisión y distribución deberán ser puestas en servicio 

de acuerdo con lo establecido en el Reglamento de esta Ley y después que La Superintendencia 

verifique que cumple con las condiciones de calidad, seguridad y preservación del medio 

ambiente.  

Párrafo. - La Superintendencia dispondrá de un plazo máximo de dos (2) meses, a contar de la 
fecha de recibo de la comunicación del interesado para efectuar dicha verificación. Vencido este 
plazo sin que hubiere pronunciamiento de La Superintendencia, se considerará que las obras 
cumplen con los requisitos necesarios para entrar en operación. 

5.4 NORMAS Y REGLAMENTOS 

Adicionalmente aplican las siguientes normas y reglamentos. 

5.4.1 Normas ambientales 

Son de aplicación las siguientes normas ambientales de la Secretaría de Estado de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales (actualmente Ministerio de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales).  

 

• NA-RU-001-03 (Junio – 2003): Norma Ambiental para la Protección Contra Ruidos, que 
sustituyó a la Norma RU-CA-O1, que establece los niveles máximos permitidos y los 
requisitos generales para la protección contra el ruido ambiental producido por fuentes 
fijas y móviles, que han de regir en todos los lugares del ámbito nacional, así como los 
términos y definiciones de referencia. Se excluyen del ámbito de esta Norma los ruidos 
producidos por los toques y sirenas que son señales de los vehículos de emergencias 
policiales, del ejército, de los bomberos y las ambulancias; cuando lo requiera el ejercicio 
de sus funciones. 

 

• NA-RU-003-03: Norma que establece el método de referencia para la medición del ruido 
producido por vehículos, esta sustituyó a la Norma  RU-FM-01. Esta Norma establece un 
método de referencia para la medición de ruidos provenientes del escape de los carros, 
motocicletas, triciclos, camiones de cargas, vehículos de transporte de pasajeros y tráfico 
en general. 

 

• NA-RU-002-03: Norma que establece la Medición de Ruido desde Fuentes Fijas, que 
sustituyó a la Norma RU-FF-01.  Esta Norma establece un método de referencia para el 
control de ruidos procedentes de fuentes fijas y tiene como fin contribuir a alcanzar los 
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criterios establecidos en la Norma de Estándares para la Protección contra Ruidos. La 
misma aplica a nivel nacional a todas las actividades industriales, de servicios públicos, 
privados, así como actividades domésticas que puedan alterar el bienestar humano y al 
medio ambiente en general. 

 

• NA-AI-001-03: Norma Ambiental de Calidad del Aire, que sustituyó a la  Norma AR-CA-
O1, donde  se establecen los valores máximos permisibles de concentración de 
contaminantes, con el propósito de proteger la salud de la población en general y de los 
grupos de mayor susceptibilidad en particular. En ese sentido, se incluyen márgenes de 
seguridad y su aplicación es en todo el territorio nacional, tomando en cuenta las 
condiciones meteorológicas y topográficas de cada región. 

 

• NA-AI-002-03: Norma Ambiental para el Control de las Emisiones de Contaminantes 
Atmosféricos provenientes de Fuentes Fijas, que sustituye a la norma AR-FF-01. Esta 
Norma establece los niveles máximos permisibles de emisiones a la atmósfera producidos 
por fuentes fijas. La misma sirve como herramienta de control para contribuir al logro de 
los estándares establecidos en la Norma de Calidad de Aire. Se aplicará en todo el 
territorio nacional a las industrias, comercios, proyectos, servicios y toda aquella 
instalación que genere, en sus actividades, contaminantes que alteren la calidad del aire. 

 

• NA-AI-003-03: Norma Ambiental para el Control de las Emisiones de Contaminantes 
Atmosféricos provenientes de Vehículos, que sustituyó a la Norma AR-FM-01. Esta 
Norma establece las regulaciones de las emisiones de los vehículos de motor y el sistema 
de control. La misma sirve como herramienta de control para contribuir al logro de los 
estándares establecidos en la Norma de Calidad de Aire. Se aplicará en todo el territorio 
nacional, a los vehículos de gasolina, diésel y gas licuado de petróleo. 

 

• NA-AG-001-03 (Junio – 2003): Norma Ambiental sobre la Calidad del Agua y Control de 
Descargas, que sustituyó a la Norma AG-CC-O1, cuyo objeto es proteger, conservar y 
mejorar la calidad de los cuerpos hídricos nacionales, garantizando la seguridad de su uso 
y promoviendo el mantenimiento de condiciones adecuadas para el desarrollo de los 
ecosistemas asociados a los mismos. 

 

• Norma Ambiental sobre Calidad de Aguas Subterráneas y Descargas Al Subsuelo que 
tiene por objeto proteger, conservar y mejorar la calidad de los cuerpos hídricos 
nacionales, en particular de las aguas subterráneas, para garantizar la seguridad de su uso 
y promover el mantenimiento de condiciones adecuadas para el desarrollo de los 
ecosistemas asociados a las mismas.  (2004). 

 

• NA-DR-001-03 (junio 2003): Norma para la Gestión Ambiental de Desechos Radioactivos, 
que sustituyó a la Norma DE-RA-01. Esta norma tiene por objeto establecer las 
responsabilidades legales y los requisitos técnicos esenciales y procedimientos 
administrativos, relativos a todas las etapas de la gestión de los desechos radiactivos en 
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la República Dominicana, para garantizar la seguridad y protección del ser humano y el 
medio ambiente. 

 

• NA-RS-001-03 (Junio – 2003) Norma para la Gestión Ambiental de Residuos Sólidos No 
Peligrosos, que sustituyó a la Norma RE-DM-01. Esta Norma tiene el objetivo de proteger 
la salud humana y la calidad de vida de la población, así como promover la preservación 
y protección del ambiente, estableciendo los lineamientos para la gestión de los residuos 
sólidos municipales no peligrosos. Especifica los requisitos sanitarios que se cumplirán en 
el almacenamiento, recolección, transporte y disposición final, así como las disposiciones 
generales para la reducción, reaprovechamiento y reciclaje. 

 

• Norma para la Reducción y Eliminación del Consumo de las Sustancias Agotadoras de la 
Capa de Ozono. 

 

• Norma para la Gestión Integral de Desechos Infecciosos (Manejo, Segregación, 
Almacenamiento Transitorio, Transportación, Tratamiento y Depósito Final). 

 

Normas Ambientales para Operaciones de Minería No Metálica. El objetivo de estas Normas es 
establecer los requerimientos ambientales para las operaciones de la minería no metálica que 
están reguladas por las leyes Nos. 123-71, 146-71 y 64-00, de conformidad con los principios de 
protección del medio ambiente y uso sostenible de los recursos naturales, y protección de la salud 
y la vida de las personas. 

 

5.4.2 Control de la Contaminación 

Según el Art. 67 de la Constitución Nacional, constituyen deberes del Estado prevenir la 
contaminación, proteger y mantener el medio ambiente en provecho de las presentes y futuras 
generaciones. Para esto, los poderes públicos prevendrán y controlarán los factores de deterioro 
ambiental, impondrán las sanciones legales, la responsabilidad objetiva por daños causados al 
medio ambiente y a los recursos naturales y exigirán su reparación, y cooperarán con otras 
naciones en la protección de los ecosistemas a lo largo de la frontera marítima y terrestre. 

Clasificación y manejo de residuos sólidos 

• Ley Nº 83/1989, que prohíbe la colocación de desperdicios de construcción, escombros 
y desechos, en calles, aceras, avenidas, carreteras, y áreas verdes, solares baldíos, 
playas y jardines públicos dentro de las zonas urbanas y suburbanas del país; 

• Ley No 64/2000, ley general sobre medio ambiente y recursos naturales; 
• Resolución Nº 0318/2000, que emite el reglamento para la gestión integral de aceites 

usados; 

• Resolución Nº 12/2003, que emite la Norma NA‐RS‐001‐03 para la gestión ambiental 
de residuos sólidos no peligrosos; 

• Resolución Nº 02/2006, que promulga el reglamento para la gestión de sustancias y 
desechos químicos peligrosos en la República Dominicana, el reglamento de 
etiquetado e información de riesgo y seguridad de materiales peligrosos, el listado de 
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sustancias y residuos peligrosos, y el reglamento para la transportación de sustancias 
y materiales peligrosos; 

• Resolución Nº 15/2009, que modifica la Resolución Nº 12/2003;  

• Resolución Nº 005/2015, que aprueba y emite el reglamento técnico ambiental 
para la gestión de neumáticos fuera de uso; 

• Resolución Nº 008/2015, que aprueba y emite el reglamento “Reglamento 
técnico ambiental para la gestión de baterías ácido‐plomo usadas”; 

• Resolución Nº DJ‐RA‐0‐2018‐0053, que modifica el Reglamento técnico ambiental 
para la gestión de baterías ácido‐plomo usadas. 

Según el Art. 3.4 de la Norma NA‐RS‐001‐03, se incorporarán en la gestión programas y proyectos 
de reducción en origen de residuos. La valorización y reciclaje se tomarán como medidas básicas 
de gestión en el proceso de disposición final. 

Está prohibido el depósito de residuos sólidos o de materiales provenientes de la construcción en 
los límites costeros, manglares, ríos, lagos, áreas protegidas y humedales (Art. 5.5.11). 

Ninguna persona podrá ocasionar o permitir la disposición, almacenamiento o recuperación de 
residuos en vertederos clandestinos (Art. 6.1.4). 

Ninguna persona podrá causar o permitir la quema a cielo abierto de residuos sólidos. La 
incineración de residuos se llevará a cabo solamente en las instalaciones que cuenten con las 
autorizaciones correspondientes (Art. 6.1.5). 

Las instalaciones para la disposición final no se deben ubicar en áreas naturales protegidas, 
parques nacionales, monumentos naturales y áreas de elevada biodiversidad o condiciones 
ecológicas especiales. De la misma manera, sitios o patrimonios históricos, religiosos o culturales 
(Art. 6.1.9). 

Según el Art. 12 del Reglamento para la Gestión de Sustancias y Desechos Químicos Peligrosos 
en la República Dominicana, todo generador estará en la obligación de informar a la Secretaría 
de Estado de Medio Ambiente y Recursos Naturales, cualquier tipo de accidente que ocurra 
dentro de sus instalaciones dentro de las 12 horas siguientes. 

Los recipientes para la segregación, recolección, almacenamiento y transporte de las sustancias y 
desechos químicos peligrosos deben ser adecuados y compatibles a las características y 
propiedades físicas, químicas, y biológicas del contenido, según el caso, a fin de que mantengan 
su integridad física (Art. 27). Los recipientes estarán diseñados y fabricados de forma que no sean 
posibles pérdidas de contenido (Art. 28). 

Las medidas de protección adoptadas durante la manipulación de las sustancias, materiales, 
productos y residuos químicos peligrosos deberán asegurar la protección del personal, 
minimizando los riesgos y evitando la contaminación superficial y atmosférica de los locales de 
trabajo y el medio ambiente (Art. 68). 

Debe disponerse de medios para la protección individual (guantes, batas, respiradores, etc.), para 
la descontaminación (detergentes, soluciones descontaminantes, cepillos, telas, herramientas 
básicas y otros), para la recolección de desechos (fundas, envases para líquidos, papel absorbente, 
etc.), para aislar un área determinada (barreras, sogas, señales con símbolos de peligro radiactivo, 
etc.) (Art. 71). 
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En los lugares donde se manipulen o almacenen las sustancias o desechos químicos peligrosos 
debe haber sistemas de ventilación que garanticen la purificación del aire (Art. 72). 

Según el Art. 3º de la Resolución Nº 0318/2000, toda persona física o jurídica que posea aceite 
usado está obligada a destinar el mismo a una gestión correcta, evitando trasladar la 
contaminación a los diferentes medios receptores. Los aceites usados deben ser almacenados 
separadamente de los demás residuos (Art. 7º). 

Todo generador o gestor de residuos oleosos almacenará los aceites usados en tanques 
superficiales o tambores, debidamente rotulados y localizados en una zona dotada de un dique o 
bordillo de contención secundaria y una cubierta que evite el ingreso de agua lluvia a los tanques 
o tambores. Dichos tanques o tambores serán tratados de forma tal que eviten la corrosión en sus 
materiales (Art. 16). El almacenamiento en las instalaciones de los generadores no excederá de 
tres meses (Art. 18). 

Toda área de almacenamiento estará dotada de un dique de contención de perfecta 
impermeabilización en las paredes y el suelo, para casos de fuga o derrames. Párrafo I. El dique 
tendrá todos los contenedores dentro del área de protección. Su capacidad será como mínimo el 
110% del volumen del tanque más grande o el 30% de la suma del volumen de todos los tanques 
allí incluidos. En ningún caso existirá conexión directa entre el dique de contención y el sistema 
de alcantarillado (Art. 21). 

El Art. 58 de la Resolución Nº 0318/2000 dispone sobre las acciones a tomar en caso de un 
derrame. 

Queda prohibido el vertimiento de basuras o desperdicios de cualquier índole sobre las costas, 
cayos, arenas de las playas o en las aguas que circundan las mismas (Art. 153). 

5.4.3  Protección de recursos hídricos superficiales, subterráneos y marinos y suelos 

• Ley No 64/2000, ley general sobre medio ambiente y recursos naturales; 

• Ley N° 42/2001, Ley General de Salud; 

• Norma AG‐CC‐01 – Norma de Calidad del Agua y Control de Descargas.2001; 

• Resolución Nº 9/2004, que establece la norma ambiental sobre calidad de aguas 

subterráneas y descargas al subsuelo; 
• Resolución Nº 022/2012, que emite la Norma Ambiental de Calidad de Aguas 

Superficiales y Costeras y la Norma Ambiental Sobre Control de Descargas a Aguas 
Superficiales, Alcantarillado Sanitario y Aguas Costeras; 

• Resolución Nº 8/2014, que modifica la norma ambiental de calidad de aguas 
superficiales y costeras y la norma ambiental sobre control de descargas a aguas 
superficiales, alcantarillado sanitario y aguas costeras. 

El Art. 86 de la Ley Nº 64/2000 establece la prohibición de ubicar todo tipo de instalaciones en las 
zonas de influencia de fuentes de abasto de agua a la población y a las industrias, cuyos 
residuales, aún tratados, presenten riesgos potenciales de contaminación de orden físico, químico, 
orgánico, térmico, radioactivo o de cualquier otra naturaleza, o presenten riesgos potenciales de 
contaminación. 

Se dispone la delimitación obligatoria de zonas de protección alrededor de los cuerpos de agua, 
de obras e instalaciones hidráulicas, así como de cauces naturales y artificiales, con la finalidad 
de evitar los peligros de contaminación, azolvamiento u otras formas de degradación. Los 
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requisitos para las referidas zonas de protección dependerán del uso a que estén destinadas las 
aguas y de la naturaleza de las instalaciones (Art. 87). 

Según el Art. 89, las aguas residuales sólo podrán ser utilizadas después de haber sido sometidas 
a proceso de tratamiento que garanticen el cumplimiento de las normas vigentes en función del 
uso para el cual vayan a ser destinadas, en consulta con la Secretaría de Estado de Salud Pública 
y Asistencia Social. 

Según el Art. 129, el Plan Nacional de Ordenamiento Territorial establecerá la zonificación 
hidrológica, priorizando las áreas para producción de agua, conservación y aprovechamiento 
forestal, entre otros, y garantizando una franja de protección obligatoria de treinta (30) metros en 
ambas márgenes de las corrientes fluviales, así como alrededor de los lagos, lagunas y embalses. 

El Art. 45 de la Ley N° 42/2001 establece que las excretas, las aguas negras, las aguas servidas y 
las pluviales deberán ser colectadas y eliminadas con apego a las normas sanitarias vigentes o 
que se elaboren al efecto. La SESPAS, en coordinación con la Secretaría de Estado de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales, los ayuntamientos y demás dependencias competentes del 
Estado, garantizará el cumplimiento de esta disposición. 

La Resolución Nº 9/2004 presenta tablas con valores máximos de parámetros físicos, químicos y 
biológicos presentes en aguas subterráneas para cada Clase. Ya las Tablas 7.2 y 7.3 por su vez 
establecen los límites máximos en las descargas para fuentes contaminantes de los Tipos II y III y 
Tipo I, respectivamente. 

Cada instalación o proyecto generador de descargas, es responsable del seguimiento y control de 
las mismas y deberá realizarlo, a través de reportes operacionales a la Secretaría que serán 
remitidos junto con los informes periódicos de seguimiento al Plan de Manejo y Adecuación 
Ambiental (PMAA) de la instalación, acordados. Deberá mantenerse un registro de los resultados 
de este monitoreo en un lugar accesible dentro de la instalación (Art. 52). 

El Art. 5º de la Resolución Nº 022/2012 establece los valores máximos permisibles de descargas 
de agua municipal residual en aguas superficiales (Tabla 5.1) y en aguas costeras (Tabla 5.2). Ya 
el Art. 8º establece los límites para descargas de agua residual industrial a sistemas de 
alcantarillado (Tabla 5.3) y a aguas superficiales (Tabla 5.4), que incluye una guía general y 
valores por tipo de industria). El Art. 11 establece que las facilidades industriales deberán tener 
sistemas separados de drenaje pluvial y aguas residuales. 

La Norma AG‐CC‐01, en su Anexo 1, establece la referencia de descargas en aguas superficiales 
y costeras; y de descargas al subsuelo y alcantarillado. 

Según el Art. 1º del Decreto Nº 57/2018, se declara de alta prioridad nacional la rehabilitación, 
saneamiento, preservación y uso sostenible de la cuenca del río Yaque del Norte (CRYN), desde 
la subcuenca del río Jimenoa hasta la subcuenca del río Maguaca, y desde el Parque Armando 
Bermúdez hasta la porción centro occidental de la ladera sur de la Cordillera Septentrional. En el 
Art. 2º se crea la Comisión Presidencial para el Ordenamiento y Manejo de la Cuenca del Río 
Yaque del Norte, cuya misión será llevar a cabo las acciones necesarias para: 

a) Aumentar y proteger el almacenamiento de agua, tanto de manera natural como artificial. 

Controlar y disminuir la contaminación de las aguas. c) Aumentar la eficiencia en el uso del agua, 
tanto potable como de irrigación. 
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5.4.4  Ley No. 287-04 sobre control de ruidos  

Establece la Prevención, Supresión y Limitación de Ruidos Nocivos y Molestos que producen 
contaminación sonora.  

5.4.5  Ley 202-04: Ley Sectorial de Áreas Protegidas.  

Cuyo objeto es el de garantizar la conservación y preservación de muestras representativas de los 
diferentes ecosistemas y del patrimonio natural y cultural de la República Dominicana para 
asegurar la permanencia y optimización de los servicios ambientales y económicos que estos 
ecosistemas ofrecen o puedan ofrecer a la sociedad dominicana en la presente y futuras 
generaciones. 5.2.10 Ley 5852 sobre el Dominio de Aguas Terrestres Establece el dominio de 
Aguas Terrestres y Distribución de Aguas Públicas. 

5.4.6 Calidad del aire 

 

• Ley No 64/2000, ley general sobre medio ambiente y recursos naturales; 

• Ley N° 42/2001, Ley General de Salud; 
• Resolución No 02/2002, que crea el Comité Nacional del Clima; 

• NA‐AI‐001‐03. Norma ambiental de calidad del aire; 
• NA‐AI‐002‐03. Norma ambiental para el control de las emisiones de 

contaminantes atmosféricos provenientes de fuentes fijas. 

• NA‐AI‐003‐03. Norma ambiental para el control de las emisiones de 
contaminantes atmosféricos provenientes de vehículos. 

• Decreto No 786/2004, que crea la Oficina Nacional de Cambio Climático y 
Mecanismo de Desarrollo Limpio. 

Según el Art. 49 de la Ley No 42/2001, la eliminación de gases, vapores, humo, polvo o cualquier 
contaminante producido por actividades domésticas, industriales, agrícolas, mineras, de servicios 
y comerciales, se hará en forma sanitaria, cumpliéndose con las disposiciones legales y 
reglamentarias del caso o las medidas técnicas que ordene la SESPAS, con el fin de prevenir o 
disminuir el daño en la salud de la población. 

En el Art. 154 se establece como delitos, con penas de quince (15) días a un (1) año de prisión 
correccional, o multas que oscilarán entre diez y quince veces el salario mínimo nacional 
establecido por la autoridad legalmente competente para ello, o por la ley, o ambas penas a la 
vez, una serie de hechos, entre ellos el siguiente: 

• Eliminación de gases, vapores, humo, polvo o cualquier contaminante producido por 
actividades industriales agrícolas o mineras, sin cumplir con las reglamentaciones o 
medidas técnicas dispuestas por la SESPAS; 

En la Sección 3 de la Norma NA‐AI‐001‐03 se establecen los Estándares de calidad del aire 
conforme la Tabla 5.1, a continuación. 
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Tabla 5.1.-Estándares de calidad del aire  

CONTAMINANTE  
TIEMPO 

PROMEDIO 
LIMITE 

PERMISIBLE(µg/Nm²) 

Partículas suspendidas totales (PST) 
Anual 80 

24 horas 230 

Partículas fracción (PM-10) 
Anual 50 

24 horas 150 

Partículas fracción (PM-2.5) 
Anual 15 

24 horas 65 

Dióxido de azufre (SO2) 

Anual 100 

24 horas 150 

1 hora 450 

Dióxido de nitrógeno (NO2) 

Anual 100 

24 horas 300 

1 hora 400 

Ozono (O3) 
8 horas 160 

1 hora 250 

Monóxido de carbono (MO) 
8 horas 10,000 

1 hora 40,000 

Hidrocarburos (no-metano) (CH) 3 horas  160 

Plomo (Pb) 
Trimestral  1.5 

Anual 2 

 

Según esta norma, se prohíbe quemar residuos sólidos y líquidos a cielo abierto. 

La Tabla 5.1 de la norma NA‐AI‐002‐03 presenta los límites de emisión de contaminantes al aire 
para fuentes fijas, con detalle de los tipos de actividades donde puede producirse la emisión, por 
ejemplo, la quema de residuos sólidos. La Tabla 5.2, por su vez, establece los estándares de las 
unidades de la Escala de Ringelmann, para evaluar las emisiones visibles de algunas actividades 
de los procesos industriales. 

Por fin, la norma NA‐AI‐002‐03 establece los estándares de emisiones vehiculares. La Tabla 5.1 
define límites máximos de opacidad para el humo emitido por vehículos con motor diésel y la 
Tabla 5.2, los Límites máximos de emisiones para vehículos con motor de ignición. 

5.4.7 Control de ruido 

• Ley N° 42/2001, Ley General de Salud; 

• NA‐RU‐001‐03. Norma ambiental para la protección contra ruidos; 
NA‐RU‐002‐03. Norma que establece el método de referencia para la medición de ruido desde 

fuentes fijas; 

• NA‐RU‐003‐03. Norma que establece el método de referencia para la medición del 
ruido producido por vehículos; 

• Ley N° 287/2004, sobre Prevención, Supresión y Limitación de Ruidos Nocivos y 
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Molestos que producen contaminación sonora. 

La norma NA‐RU‐001‐03 establece los estándares de contaminación sónica. En la Sección 4.1 se 
presenta la clasificación de niveles de ruidos continuos y sus efectos en los humanos (ver Tabla 
5.2). 

Tabla 5.2 Niveles de ruidos continuos y sus efectos en los humanos 

Grado de 
ruido 

Efectos en humanos Rango en dB (A) Rango de tiempo 

A: Moderado Molestia común 
50 a 65 Diurno (7 a.m. – 9 p.m.) 

40 a 50 Nocturno (9 p.m. – 7 
a.m.) 

B: Alto Molestia grave 
65 a 80 Diurno (7 a.m. – 9 p.m.) 

50 a 65 Nocturno (9 p.m. – 7 
a.m.) 

C: Muy alto Riesgos 80 hasta 90 En 8 horas 

D: 
Ensordecedor 

Riesgos graves de 
pérdida 

de audición 

Mayor de 90 
hasta 
140 

Por lo menos en 8 horas 

 

Tabla 5.3 Niveles de emisiones de ruidos máximos permisibles en decibeles (dB) (A) 

Categorías de áreas 
Ruido 

exterior 
dB(A) 

 Diurno (7 a.m. – 9 
p.m.) 

Nocturno (9 p.m. – 7 
a.m.) 

Áreas I – Zonas de tranquilidad   

• Hospitales, centros de 
salud, 

55 50 

bibliotecas   

• Oficinas, escuelas 60 55 

• Zoológico, Jardín Botánico 60 55 

• Áreas  de  quietud  para  
la 

60 50 

preservación de hábitat   

Áreas II – Zona residencial   

• Área residencial 
• Área residencial

 con industrias  o
 comercios 

60 
65 

50 
55 

alrededor   
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Tabla 5.4 Niveles de emisiones de ruidos máximos permisibles en decibeles (dB) (A) 

Categorías de áreas 
Ruido 

exterior 
dB(A) 

Áreas III – Zona comercial   

• Área industrial 70 55 

• Área comercial 70 55 

Áreas IV   

a) carreteras con uno o 
más 

  

carriles y una vía   

• A través de Área I 60 50 

• A través de Área II 65 55 

• A través de Área III 70 60 

b) carreteras con dos o 
más 

  

carriles y varias vías   

• A través de Área I 65 55 

• A través de Área II 65 60 

• A través de Área III 70 65 

 

a) Si el nivel de ruido ambiental medido en un área determinada es menor que el nivel 
establecido en la Tabla arriba por más de 5 dB (A), aplicaran los límites establecidos en 
la Tabla arriba. 

b) Si el nivel de ruido ambiental medido en un área determinada es menor que el nivel 
establecido en la tabla arriba por menos de 5 dB (A) se le añadirán 3 dB (A) a los límites 
de la tabla arriba. 

c) Si el nivel de ruido ambiental medido en un área determinada es mayor que el nivel 
establecido en la tabla arriba se le añadirán 5 dB (A) a los niveles de la tabla arriba. 

La Norma también regula los límites para actividades específicas (Tabla 5 .5 ), incluyendo 
equipos de construcción de obras, y el nivel de ruidos permitidos a vehículos (Tabla 5.6). 

Tabla 5.5 Regulaciones para actividades específicas 

Actividad                Áreas Período Parámetro dB(A) 

Equipos de construcción de 
obras públicas y privadas 

 
En todas las áreas 

7 a.m. 95 

7 p.m. 
Nocturno Prohibido 

Vehículo con más de nueve 
asientos, incluyendo el 
conductor 

‐ ‐ ‐ 

1 este valor es un promedio, permitido al equipo o maquinaría, se deben tomar medidas de protección y 
mitigación para mantener los niveles de áreas establecidos en esta norma. 
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Tabla 5.6 Nivel de ruidos permitidos a vehículos por su peso / Cilindraje 

Tipo de vehículo 
Cilindraje 
(cc)/peso 

Nivel de ruido permitido 
dB(A) 

Vehículos con más de 
nueve 
asiento, incluyendo el 
conductor 

Peso ≤ 3,5 
ton. 

80 

Vehículo de transporte de 
carga 

Peso ≤ 3,5 
ton. 

81 

Vehículos con más de 
nueve 
asiento, incluyendo el 
conductor 

Peso > 3,5 
ton. 

83 

Vehículo de transporte de 
carga 

Peso > 3,5 
ton. 

86 

Los niveles de ruido producidos por el tráfico vehicular dependen de la velocidad que desarrolla el vehículo en movimiento, 
por lo que estos valores son aplicables a vehículos desplazándose a un rango de velocidad de 35 a 80 km/h. 

cc= centímetros cúbicos 

Según la Sección 5.1 de la norma, se prohíbe la emisión de ruidos en un nivel que exceda en diez 
por ciento (10%) los valores limites previamente establecidos en la Norma, durante cualquier 
periodo de medición no menor de 30 minutos (L10). 

La operación de equipos de construcción, demolición y reparación de obras públicas y privadas, 
deberá cumplir estrictamente con los valores establecidos en esta Norma por zonas, de lunes a 
sábado durante el horario 7 p.m. a 7 a.m. Para su funcionamiento en horario nocturno, así como 
los domingos y días feriados deberán solicitar una autorización de la Secretaria de Estado de 
Medio Ambiente y Recursos Naturales (Sección 5.3). 

5.4.8 Protección de la Biodiversidad 

• Ley No 64/2000, ley general sobre medio ambiente y recursos naturales; 

• Decreto No 1288/2004, que aprueba el Reglamento para el Comercio de Fauna y Flora 
Silvestres; 

• Resolución No 1006/2006, mediante la cual se ratifica el Protocolo de Cartagena sobre 
Seguridad de Biotecnología del Convenio sobre Diversidad Biológica; 

• Resolución No 26/2011, que adopta la Estrategia Nacional de Conservación y Uso 
Sostenible de la Biodiversidad y el Plan de Acción (ENBPA) 2011‐2020, de fecha 29 de 
diciembre de 2011, del Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales; 

• Decreto No 441/2012, que crea el Comité Nacional de Biodiversidad, para el impulso 
e implementación de la Estrategia Nacional de Conservación y Uso Sostenible de la 
Biodiversidad y su Plan de Acción; 

• Ley No 333/2015. Ley Sectorial sobre Biodiversidad. 

Según el Art. 116 de la Ley No 64/2000, la conservación, el uso y aprovechamiento de los recursos 
naturales será regulado por la presente ley, las leyes sectoriales y/o especiales y sus respectivos 
reglamentos, y por las disposiciones y normas emitidas por la autoridad competente conforme a 
esta ley. El Estado podrá otorgar derechos para el aprovechamiento de los recursos naturales por 
concesión, permisos, licencias y cuotas. 
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Según el Art. 117, para lograr la conservación, uso y aprovechamiento sostenible de los recursos 
naturales, tanto terrestres como marinos, deben tomarse en cuenta, entre otros, los siguientes 
criterios: 

• La función ecológica del recurso; 

• La peculiaridad del mismo; 

• La fragilidad; 
• La sostenibilidad de los manejos propuestos; 

• Los planes y prioridades del país, región y provincia donde se encuentren los recursos. 
 

En el Art. 136, se declara de alto interés nacional: 

1. La conservación de las especies de flora y fauna nativas y endémicas, el fomento de su 
reproducción y multiplicación, así como la preservación de los ecosistemas naturales 
que sirven de hábitat a aquellas especies de flora y fauna nativas y endémicas cuya 
supervivencia dependa de los mismos, los cuales serán objeto de rigurosos 
mecanismos de protección in situ; 

2. La identificación, la clasificación, el inventario y el estudio científico de los 
componentes y los hábitats de las especies que componen la diversidad biológica 
nacional; 

3. Garantizar el mantenimiento del equilibrio apropiado de los ecosistemas 
representativos de las diversas regiones biogeográficas de la República; 

4. Facilitar la continuidad de los procesos evolutivos; 
5. Promover la defensa colectiva de los componentes ecológicos; y  
6. Procurar la participación comunitaria en la conservación y la utilización racional de 

los recursos genéticos, así como asegurar una justa y equitativa distribución de los 
beneficios que se deriven de su adecuado manejo y utilización. 

Según el Art. 138, se prohíbe la destrucción, degradación, menoscabo o disminución de los 
ecosistemas naturales y de las especies de flora y fauna silvestres, así como la colecta de 
especímenes de flora y fauna sin contar con la debida autorización de la Secretaría de Estado de 
Medio Ambiente y Recursos Naturales. 

En relación a las especies de flora y fauna declaradas como amenazadas, en peligro o en vías de 
extinción por el estado dominicano o por cualquier otro país, de acuerdo con los tratados 
internacionales suscritos por el estado dominicano, se prohíbe la caza, pesca, captura, 
hostigamiento, maltrato, muerte, tráfico, importación, exportación, comercio, manufactura o 
elaboración de artesanías, así como la exhibición y posesión ilegal (Art. 140). 

En el Art. 144 se establece la prohibición de introducir al país de especies o ejemplares de fauna 
y flora exóticas que: 

1. Puedan perjudicar los ecosistemas naturales o a la fauna y flora endémicas y nativas; 
2. Puedan constituirse en plaga; 

3. Puedan poner en peligro la vida o la salud de seres humanos o de otras especies vivas; y 
4. Puedan servir como objeto o como participantes activos en actividades de caza, de 

competencias violentas, apuestas de cualquier tipo, torneos o carreras, que impliquen 
o tiendan a la eliminación, el sacrificio, el maltrato, el hostigamiento o la tortura de los 
ejemplares únicos involucrados o de sus crías. 
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Según el Art. 29 de la Ley No 333/2015, se declara de alto interés nacional la protección de las 
poblaciones de las especies de flora y fauna endémica, nativa y migratoria, presentes en la 
República Dominicana. 

Según el Art. 16 de la Ley No 333/2015, la gestión de la biodiversidad se realizará de forma 
principal a través de planes de conservación y uso sostenible, diseñados en función del sistema 
de clasificación de las especies endémicas, nativas, migratorias e introducidas, por categoría de 
uso y conservación, establecidas en esta ley. 

Con relación a Licencias y permisos, el Art. 18 establece la regulación del manejo, prospección, 
bioprospección, colecta, expropiación, extracción, cosecha, cacería, captura, liberación al medio 
ambiente, comercialización, exportación, reexportación, importación y/o uso o desarrollo de 
cualquier otra forma de la biodiversidad. Párrafo. ‐ Estas actividades sólo pueden ser ejecutadas 
por personas físicas o jurídicas u órganos del gobierno por medio de licencias, permisos o 
contratos, otorgados por el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales. 

El uso de los recursos naturales de un espacio o territorio determinado considerará, de manera 
prioritaria, la protección de especies declaradas como amenazadas, especialmente las que estén 
en peligro de extinción (Art. 35). 

5.4.9  Flora 

• Ley No 64/2000, ley general sobre medio ambiente y recursos naturales; 

• Reglamento para el funcionamiento de la industria forestal que procesa madera 
en la República Dominicana, 2001. 

• Reglamento Forestal, 2006. 

• Ley No 57/2018. Ley Sectorial Forestal de la República Dominicana; 
• Resolución No 0010/2019, que crea la comisión para la elaboración del reglamento 

general de aplicación de la Ley sectorial forestal de la República Dominicana No 57‐18; 

• Resolución No 0021/2019, que deroga la Resolución No 0018/2019, que suspende de 
manera provisional el corte y transporte de madera proveniente de plantaciones y 
planes de manejo forestales en todo el territorio dominicano. 

El Decreto Nº 303/1987 prohíbe totalmente el corte, mutilación o destrucción de los manglares 

en todo el territorio de la República Dominicana. 

Según el Art. 13 de la Ley No 57/2018, corresponde al Ministerio de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales, entre otras, la atribución de emitir permisos para cortes de árboles y desmontes. 

Según el Art. 24 de la Ley No 118/1999, el propietario o poseedor de bosques no podrá cambiarle 
de uso por voluntad propia, debiendo conservarlo y mejorarlo, de acuerdo a las normas técnicas 
que establece esta ley. 

En el Art. 47 se definen como áreas especiales de manejo o zonas de protección, los terrenos 
públicos o privados que, por condiciones de suelo, potencialidad hídrica o diversidad biológica, 
deban ser protegidas para garantizar las funciones de los ecosistemas. Se consideran zonas de 
protección bajo manejo especial: 

a) Las costas marinas, los bosques costeros y otras zonas similares que se detallan 
en el reglamento de esta ley; 

b) Los nacimientos o fuentes de todos los ríos, lagunas, humedales, arroyos y manantiales; 
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c) Las riberas de los ríos, a partir del cauce, independientemente del régimen de 
derecho de propiedad; 

d) En las áreas que se encuentren una o varias especies que ameriten ser preservadas; 

e) Los terrenos con pendiente superior a 40º (90%) de inclinación. 

En el Art. 21 de la Ley No 57/2018, se establece que la conservación de la cobertura boscosa será 
de carácter prioritario en las áreas siguientes: 

1) Zonas aledañas a embalses y cauces naturales, en el ancho y las características 
que se dispongan en el reglamento de esta ley. 

2) Terrenos que ayuden a contener el proceso de desertificación y degradación de los suelos. 
3) Terrenos que por su grado de inclinación sean susceptibles a la erosión severa. 
4) Zonas de recarga hídrica, con prioridad las correspondientes a las fuentes 

de abastecimiento de agua potable para la población aledaña. 

Según el Art. 43 del Reglamento Forestal, se consideran zonas de protección los terrenos públicos 
o privados que, por condiciones de suelo, potencialidad hídrica o diversidad biológica, deban ser 
protegidos para garantizar las funciones de los ecosistemas: 

a) Los nacimientos o fuentes de todos los ríos y arroyos en un radio de 100 metros; 
b) Una franja de 30 metros en las riberas de los ríos, arroyos, lagunas naturales, 

humedales, a partir del cauce, independientemente del régimen de derecho de 
propiedad; 

c) Los bosques costeros comprendidos entre la pleamar y 60 metros tierra adentro; 
d) Párrafo. En ningún caso, en estas áreas se podrá utilizar el suelo en forma tal que 

propicie la erosión, ni se podrá utilizar ningún producto químico contaminante. 

El Art. 39 de la Ley No 57/2018 establece que la extracción de árboles de especies amenazadas, 
vulnerables o en peligro de extinción, o cualquier árbol patrimonio cultural o histórico, podrán 
ser aprovechados sólo cuando ponga en evidente peligro la vida de personas, por problemas 
fitosanitarios, por interés científico o de conservación. La autorización será expedida por el 
Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, en coordinación con el Jardín Botánico 
Nacional de Santo Domingo, y otras dependencias especializadas del Estado. 

El Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales fiscalizará y controlará el transporte de 
productos forestales (Art. 35). 

Según el Art. 154 de la Ley No 64/2000, el manejo y uso de los bosques y suelos forestales debe 
ser sostenible. Una ley especial normará el manejo forestal integral y el uso sostenible de los 
recursos del bosque para los fines de su conservación, explotación, producción, industrialización 
y comercialización, así como la preservación de otros recursos naturales que forman parte de su 
ecosistema y del medio ambiente en general. 

En el Art. 156 se prohíbe la destrucción de los bosques nativos. 

En el Párrafo II del Art. 157, se establece un plazo máximo de un (1) año, a partir de la vigencia 
de la Ley No 64/2000, para que la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales planifique y ejecute un inventario nacional, el cual deberá reflejar, entre otros aspectos, 
lo referente a: 

1. Bosques nativos de áreas nativas protegidas; 
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2. Bosques nativos correspondientes a categoría de protección; 
3. Bosques nativos correspondientes a categoría de protección y producción; 
4. Bosques nativos correspondientes a categoría de producción; 

5. Bosques artificiales correspondientes a categoría de protección y producción; 
6. Bosques artificiales correspondientes a categoría de producción. 

El Art. 158 establece que todos los propietarios de la zona rural deberán mantener o recuperar un 
porcentaje mínimo de la cobertura forestal, que será definido por la Secretaría de Estado de 
Medio Ambiente y Recursos Naturales para cada una de las Unidades de Gerencia Ambiental. 

El Art. 25 de la Ley No 57/2018 trata de la Reforestación obligatoria. Las personas físicas o 
jurídicas que se dediquen a la explotación de recursos naturales no renovables están obligadas a 
reforestar las áreas que utilicen conforme se elimine la cubierta arbórea y a proporcionarles 
mantenimiento durante un mínimo de cuatro años, lo que deberá estipularse en la licencia 
ambiental o en el certificado que la autoriza. 

Según el Art. 62, son infracciones: 

1) Aprovechar, utilizar, derribar o destruir bosques y árboles sin la debida autorización. 
2) Causar intencionalmente incendio forestal en cualquier bosque de la nación, sin 

importar el régimen de propiedad de los terrenos donde estén ubicados. 
3) Presentar documentación falsa para fundamentar la solicitud de certificaciones 

y autorizaciones. 
4) Amparar productos forestales con documentación falsa. 
5) Obstaculizar o impedir las investigaciones y supervisiones que la autoridad actuante 

realice de acuerdo a lo establecido en la presente ley. 
6) Transportar o procesar madera o cualquier producto forestal que no esté 

amparada en autorización. 
7) El derribe, corte, cinche o aprovechamiento de árboles en zonas de protección 

sin la autorización. 
8) La destrucción, corte o daño a especies en peligro o protegidas. 

5.4.10 Fauna Terrestre y Acuática 

• Ley No 85/1931, que regula la vida silvestre y la cacería; 

• Ley No 5.914/1962, Ley de Pesca; 
• Ley No 64/2000, ley general sobre medio ambiente y recursos naturales; 

• Ley No 333/2015. Ley Sectorial sobre Biodiversidad; 
• Resolución No 0029/2019, que deroga la Resolución No 0017/2019, que emite la lista 

roja de especies de fauna en peligro de extinción, amenazadas o protegidas de la 
República Dominicana (Lista roja). 

Según el Art. 143 de la Ley No 64/2000, la captura o caza de ejemplares de la fauna silvestre con 

fines económicos, deportivos o de cualquier otro tipo, sólo puede realizarse bajo el estricto 
cumplimiento de las disposiciones establecidas en las leyes vigentes. 

El Art. 44 de la Ley No 333/2015 establece que ninguna persona, natural o jurídica, puede cazar, 
capturar, mutilar, apresar, hostigar o matar fauna de especies silvestres que están clasificadas en 
las categorías b, c, d y e del Artículo 30 de la presente ley y de la fauna que estén localizadas en 
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un área protegida, establecida bajo la Ley de Áreas Protegidas, o en un área crítica establecida 
bajo esta ley. 

5.4.11 Áreas Protegidas 

• Ley No 3003/1951, sobre Policía de Puertos y Costas; 
• Ley No 67/1974, la primera que crea un sistema de áreas protegidas de la República 

Dominicana. Ya ha sido superada por las leyes 64/2000 y 202/2004 pero mantiene su 
interés histórico; 

• Ley No 632 de 1977, que dispone la protección de los nacimientos de ríos y arroyos en 
todo el territorio nacional; 

• Ley No 573/1977, que modifica el título de la Ley No 186/1967, y los artículos 3, 4, 5, 6, 
7 y 8, de dicha Ley, sobre Mar Territorial, Zona Contigua, Zona Económica Exclusiva 
y Plataforma Continental; 

• Ley No 319/1997 y Ley No 200/1999, que conciernen a la protección de espacios marinos; 
• Resolución No 359/1998, que aprueba la adhesión del país al Convenio para la 

Protección y Desarrollo del Medio Marino en el Gran Caribe (Convenio de Cartagena) 
y su Protocolo; 

• Ley No 118/1999, que crea el Código Forestal; 

• Ley No 64/2000, ley general sobre medio ambiente y recursos naturales; 
• Resolución No 177/2001, que aprueba la Convención relativa a los Humedales de 

Importancia Internacional, especialmente como Hábitat de Aves Acuáticas; 

• Ley No 202/2004. Ley Sectorial de Áreas Protegidas; 

• Ley No 66/2007, que declara la República Dominicana como Estado Archipielágico; 
• Decreto No 571/2009, que crea varios parques nacionales, monumentos naturales, 

reservas biológicas, reservas científicas, santuarios marinos, refugios de vida silvestre, 
Establece una zona de amortiguamiento o de uso sostenible de 300 metros alrededor 
de todas las unidades de conservación que ostentan las categorías genéricas de la 
Unión Mundial para la Naturaleza; dispone la realización de un inventario nacional 
de varios humedales, y crea una franja de protección de 250 metros alrededor del vaso 
de todas las presas del país; 

• Resolución No 12/2011, que promulga el reglamento para la declaración de Áreas 
Protegidas privadas o de conservación voluntaria de la República Dominicana; 

• Resolución No 06/2013, que modifica el reglamento de Áreas Protegidas privadas o de 
conservación voluntaria de la República Dominicana; 

• Ley No 313/2014, que crea el Santuario Marino del Norte; 
• Resolución No 02/2015, que emite el reglamento para el co‐manejo de Áreas 

Protegidas en la República Dominicana; 

• Resolución No 0008/2019, que dispone sobre los objetivos de manejo y usos permitidos 
de la Categoría IV: Área de Manejo de Hábitat/Especies; 

• Resolución No 0009/2019, que dispone sobre los objetivos de manejo y usos permitidos 
de la Categoría VI: Paisajes Protegidos; 

• Resolución No 0010/2019, que dispone la normativa para el manejo de las zonas de 
amortiguamiento de las Unidades de Conservación del Sistema Nacional de Áreas 
Protegidas (SINAP) de la República Dominicana; 

• Resolución No 0039/2019, que modifica el artículo 3 de la Resolución No 0017/2017 de 
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fecha 01 de junio de 2017, que dispone sobre el mecanismo de entrada a las áreas 
protegidas del Sistema Nacional de Áreas Protegidas. 

 

Las unidades del Sistema Nacional de Áreas Protegidas se corresponderán con las siguientes 
categorías de manejo, según el Art. 13 de la Ley No 202/2004: 

Categoría I. Áreas de Protección Estricta 

• Reserva Científica. 
• Santuario de Mamíferos Marinos 

 
Categoría II. Parques Nacionales 

• Parque Nacional 

• Parque Nacional Submarino 

 

Categoría III. Monumentos Naturales 

• Monumento Natural 
• Monumento Cultural 

 
Categoría IV. Áreas de Manejo de Hábitat/Especies 

• Refugio de Vida Silvestre 
 
Categoría V. Reservas Naturales 

• Reservas Forestales 

• Bosque Modelo 
• Reserva Privada 

Categoría VI. Paisajes Protegidos 

• Vías Panorámicas 

• Corredor Ecológico 
• Áreas Nacionales de Recreo 

Áreas Protegidas, que están en el área de influencia directa o indirecta del proyecto: 

• Parque nacional Manglares Estero Balsa; 

• Reserva forestal Las Matas; 

• Reserva forestal río Cana; 

• Refugio de vida silvestre cañón río Gurabo (o furnia Gurabo); 

• Vía panorámica entrada de Mao; 

• Parque nacional Picky Lora. 

• Reserva científica Dicayagua. 

Según el Art. 14, los objetivos de manejo y usos permitidos de las categorías donde se incluyen 
las Áreas Protegidas en el área de influencia del Proyecto son los siguientes: 

Categoría II. Parques Nacionales: sus objetivos de manejo son: proteger la integridad ecológica 
de uno o más ecosistemas de gran relevancia ecológica o belleza escénica, con cobertura boscosa 
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o sin ella, o con vida submarina, para provecho de las presentes y futuras generaciones, evitar 
explotaciones y ocupaciones intensivas que alteren sus ecosistemas, proveer la base para crear las 
oportunidades de esparcimiento espiritual, de actividades científicas, educativas, recreacionales 
y turísticas. 

En esta categoría están permitidos los siguientes usos: investigación científica, educación, 
recreación, turismo de naturaleza o ecoturismo, infraestructuras de protección y para 
investigación, infraestructuras para uso público y ecoturismo en las zonas y con las características 
específicas definidas por el plan de manejo y autorizadas por la Secretaría de Estado de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales. 

Categoría IV. Áreas de Manejo de Hábitat/Especies 

Los objetivos de manejo de las áreas pertenecientes a esta categoría son: garantizar condiciones 

naturales para proteger especies, grupos de especies, comunidades bióticas o características 

físicas que requieren manipulación artificial para su perpetuación. Con las mismas se garantizan, 

además de los indicados, los beneficios económicos derivados de actividades ecoturísticas y 

aprovechamientos sostenibles de sus recursos, como la generación de agua, la producción de 

madera y el ecoturismo. 

En esta categoría se incluyen los siguientes usos permitidos: aprovechamiento controlado de sus 

recursos, usos y actividades tradicionales, educación, recreación, turismo de naturaleza o 

ecoturismo, infraestructuras de aprovechamiento sostenible bajo un plan de manejo.  

Categoría V. Reserva Natural: los objetivos de manejo de las áreas pertenecientes a esta categoría 
son: garantizar condiciones naturales para proteger especies, grupos de especies, comunidades 
bióticas o características físicas que requieren manipulación artificial para su perpetuación. Con 
las mismas se garantizan, además de los indicados, los beneficios económicos derivados de 
actividades ecoturísticas y aprovechamiento sostenibles de sus recursos, como la generación de 
agua, la producción de madera y el ecoturismo. 

En esta categoría se incluyen los siguientes usos permitidos: aprovechamiento controlado de sus 
recursos, usos y actividades tradicionales, educación, recreación, turismo de naturaleza o 
ecoturismo, infraestructuras de aprovechamiento sostenible bajo un plan de manejo. 

Categoría VI. Paisajes Protegidos: los objetivos de manejo de esta categoría incluyen: mantener 
paisajes característicos de una interacción armónica entre el hombre y la tierra, conservación del 
patrimonio natural y cultural y de las condiciones del paisaje original, así como proporcionar 
beneficios económicos derivados de actividades y usos tradicionales sostenibles y del ecoturismo. 

Los usos permitidos en esta categoría incluyen: recreación y turismo, actividades económicas 
propias del sitio, usos tradicionales del suelo, infraestructuras de viviendas, actividades 
productivas y de comunicación preexistentes, nuevas infraestructuras turísticas y de otra índole 
reguladas en cuanto a densidad, altura y ubicación. 

En la Resolución No 0008/2018, Art. 1º, párrafo II, se consideran los siguientes usos y actividades 
permitidos en áreas protegidas pertenecientes a la Categoría IV: 

a) Educación ambiental; 
b) Recreación y esparcimiento; 
c) Interpretación ambiental; 
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d) Actividades de uso público reguladas y controladas para generar aprecio por especies 
y/o hábitats relevantes; 

e) Edificaciones de apoyo a las actividades a las actividades de investigación o 
ecoturísticas: centros de recepción de visitantes, casetas de control para guardaparques 
y torres de vigilancia; 

f) Pesca artesanal reguladas por el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales; 
g) Usos y actividades tradicionales previamente presentes en el área protegida que no 

afecten negativamente los objetos de conservación; 
h) Apicultura. 

 

En el párrafo III se establecen las siguientes actividades prohibidas: carreteras, pistas o vías de 
comunicación asfaltadas o de relleno apisonado, infraestructuras comerciales, industriales o 
turísticas, edificaciones de cualquier tipo excepto las previstas en el punto e) del párrafo II, 
agricultura, ganadería, explotaciones agroforestales, pesca industrial, pesca con arpón, torres de 
alta tensión, antenas y cualquier otra que afecte a los objetos de conservación del área protegida. 

En el Art. 35 del Decreto No 571/2009 se crea una franja de protección de 250 metros alrededor 
del vaso de todas las presas del país que no gozan de la protección de alguna unidad de 
conservación del Sistema Nacional de Áreas Protegidas y se encomienda a la Secretaria de Estado 
de Medio Ambiente y Recursos Naturales iniciar el proceso de rescate y reforestación del entorno 
de estos cuerpos de aguas tan importantes para el desarrollo de la nación dominicana. 

En 2001, a través de la Resolución No 177/2001, la República Dominicana aprueba la Convención 
relativa a los Humedales de Importancia Internacional, especialmente como hábitat de aves 
acuáticas, suscrita en Ramsar, Irán, el 2 de febrero de 1971, y sus modificaciones. El objetivo de 
esta convención es promover la conservación de los humedales y de su flora y fauna, con la 
finalidad de preservar todos los ecosistemas que puedan coexistir en estos ambientes, 
especialmente como hábitat de aves acuáticas. 

5.4.12 Patrimonio Histórico, Cultural y Arqueológico 

 

• Ley No 41/2000, que crea la Secretaría de Cultura (hoy Ministerio de Cultura); 
• Ley No 64/2000, ley general sobre medio ambiente y recursos naturales; 

Según el Art. 7º, la salvaguarda de dichos bienes, implica su previa identificación, descripción y 
delimitación, según los casos, a cuyo efecto, los organismos indicados en la Ley, dentro de sus 
respectivas esferas de acción, procederán a inventariarlos y clasificarlos según su naturaleza y 
destino, de acuerdo con los procedimientos modernos de registro, en un plazo de seis meses o en 
los plazos que prevea el reglamento que al efecto dicte el Poder Ejecutivo. 

Todo aquel que en lo adelante realice el hallazgo de cualquier objeto que se considere que forma 
parte del patrimonio cultural de la Nación, está en la obligación de hacer una declaración, con 
todos los datos que fueren necesarios para la clasificación de dichos objetos (Art. 13). 

Según el Art. 33 de la Ley No 64/2000, uno de los mandatos para tomar en cuenta en el 
establecimiento de áreas protegidas es proteger los entornos naturales de los monumentos 
históricos, los vestigios arqueológicos, y artísticos. 
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Según el Art. 44 de la Ley No 41/2000, el Estado, a través de la Secretaría de Estado de Cultura, 
fomentará la protección, la conservación, la rehabilitación y la divulgación del patrimonio 
cultural de la Nación, con el propósito de que éste sirva de testimonio de la identidad cultural 
nacional, tanto en el presente como para las generaciones futuras. Asimismo, impulsará 
estrategias y mecanismos de apoyo para el desarrollo de las industrias culturales dominicanas. 

Los Art. 15 a 17 del Reglamento No 4195/1968 tratan de las excavaciones arqueológicas. Según el 
Art. 16, la Sección de Arqueología de la Oficina de Patrimonio Cultural es la encargada de la 
formación y conservación de los registros de excavaciones y concesiones de permisos para ello, 
así como de la guarda y conservación de los inventarios de ruinas y antigüedades, el registro de 
las minas y el de partes y comunicaciones a ellas referentes. 

5.4.13 Seguridad del Trabajo y Salud Ocupacional 

• Ley No 385/1932, sobre accidentes de trabajo; 

• Convenio 119 de la Organización del Trabajo (OIT) relativo a la Protección 
de la Maquinaria, aprobado por el Congreso Nacional, mediante Resolución 
565/1964; 

• Decreto No 807/1966, que establece el Reglamento Sobre Higiene y Seguridad Industrial; 
• Resolución No 02/1993, por la que se definen los trabajos considerados como 

peligrosos e insalubres; 

• Convenio 167 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) relativo a la 
Seguridad y Salud en la Construcción, aprobado por el Congreso Nacional, mediante 
Resolución 31/1997; 

• Ley N° 42/2001, Ley General de Salud; 

• Ley No 87/2001, que crea el Sistema Dominicano de Seguridad Social y especifica la 
responsabilidad de la Secretaria de Estado del Trabajo en el establecimiento de la 
Política Nacional de Prevención de Accidentes de Trabajo y Enfermedades 
Profesionales; 

• Resolución No 168/2002, que aprueba la normativa que regula la Calificación de los 
Accidentes en Trayecto; 

• Decreto No 989/2003, de Creación del Consejo Nacional de Seguridad y Salud 
Ocupacional (CONSSO); 

• Decreto No 522/2006, reglamento de seguridad y salud en el trabajo; 
• Resolución No 04/2007, “año del libro y la lectura”, por la cual se 

establecen las condiciones generales y particulares de seguridad y salud en el 
trabajo; 

• Ley No 63/2017, de Movilidad, Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial 
de la República Dominicana; 

• Ley No 397/2019, que modifica la Ley No 87/2001 y crea el Instituto 
Dominicano de Prevención y Protección de Riesgos Laborales – IDOPPRIL. 

El Art. 61 de la Ley N° 42/2001 establece que, en materia de prevención y control de 
enfermedades, corresponde a la Secretaría de Estado de Salud Pública y Asistencia Social ‐ 
SESPAS: 

a) Dictar las normas para la prevención y el control de enfermedades en el ámbito 
del trabajo; 
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b) Realizar los programas y actividades que estime necesarios para la prevención y el 
control de las enfermedades. 

Según el Art. 81, corresponde a la SESPAS: 

a) Promover la salud integral de los trabajadores y trabajadoras; 
b) Vigilar los factores de riesgo, para detectar previamente aquellos que puedan 

alterar o deteriorar la salud de los trabajadores; 
c) Establecer un sistema de información que permita el control epidemiológico y el 

registro de la morbilidad y mortalidad por patología laboral y profesional. 
d) La definición de las condiciones de saneamiento del centro de trabajo, que pueda 

causar impacto en la comunidad, la cual pudiera ser afectada por el mismo; 
e) La detección y notificación de cualquier hecho o circunstancia que pueda afectar la 

salud o causar impacto en la comunidad que pudiera ser afectada por el centro de 
trabajo; 

f) La prevención o control de cualquier hecho o circunstancia que pueda afectar la 
salud y la vida del trabajador, o causar impacto en el vecindario del establecimiento 
laboral. 

En el Art. 82, se establece como obligación de todos los empleadores: 

a) Cumplir y hacer cumplir las disposiciones de la presente ley y demás normas legales 
relativas a la salud; 

b) Adoptar programas efectivos permanentes para proteger y promover la salud de los 
trabajadores, mediante la instalación, la operación y el mantenimiento eficiente de los 
sistemas, y la provisión de los equipos de protección y de control necesarios para 
prevenir enfermedades en los lugares de trabajo, de acuerdo con la presente ley y sus 
reglamentos. 

Según el Párrafo del Art. 3º del Decreto No 522/2006, la Dirección de Higiene y Seguridad 
Industrial es el órgano técnico de la Secretaría de Estado de Trabajo que tiene por finalidad 
prevenir y controlar los riesgos de accidentes de trabajo y de las enfermedades profesionales u 
ocupacionales. 

En el Art. 4º se establece que una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo 
es derecho de los trabajadores. Según el Art. 4.3, el trabajador tiene derecho, luego de agotar los 
canales internos con el empleador, de interrumpir su actividad laboral cuando la misma entraña 
un riesgo grave e inminente para su vida o su salud. Esta situación será comunicada por el 
trabajador a la Secretaría de Estado de Trabajo, con el objetivo de que se realicen las 
investigaciones pertinentes, las que permitan verificar todo lo relativo a esta interrupción laboral 
del trabajador. 

Son obligaciones de los trabajadores (Art. 5º): 

1. Cumplir con los lineamientos de prevención establecidos por el empleador, sin 
perjuicio de las demás obligaciones previstas por las disposiciones legales que rigen 
la materia. 

2. Cumplir las medidas de prevención que en cada caso sean adoptadas, por su 
seguridad y salud y la de otras personas que puedan resultar afectadas por su 
actividad profesional, a causa de sus actos y omisiones de conformidad con su 
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capacitación y las instrucciones del empleador. 

3.  Los trabajadores, de acuerdo a su capacitación y siguiendo las instrucciones del 
empleador, deberán en particular: 

a. Usar adecuadamente, de acuerdo con su naturaleza y los riesgos previsibles, 
las máquinas, herramientas, sustancias peligrosas, equipos de transporte u 
otros medios con los que desarrollen su actividad. 

b. Utilizar correctamente los medios y equipos de protección facilitados por el 
empleador, de acuerdo con las instrucciones recibidas de éste y el uso ordinario 
de los mismos. 

c. Utilizar correctamente los dispositivos de seguridad existentes y mantenerlos 
en buen estado de funcionamiento. 

d. Informar de inmediato a su superior jerárquico directo sobre cualquier 
situación de la que tenga motivo razonable para creer que entraña un peligro 
inminente para su vida o salud. 

e. Contribuir al cumplimiento de las obligaciones establecidas por la autoridad 
competente, con el fin de garantizar la seguridad y la salud en el trabajo. 

f. Cooperar con el empleador para que éste pueda garantizar unas condiciones 
de trabajo seguras y que no entrañen riesgos para la seguridad y la salud de los 
trabajadores. 

g. Velar, dentro de los límites razonables, por su propia seguridad y por la de las 
otras personas a quienes puedan afectar sus actos u omisiones en el trabajo. 

h. Observar los procedimientos de seguridad y salud en el trabajo. 

Las obligaciones de los empleadores, por su vez, se tratan en los Art. 6 a 11. El Art. 6º establece 
obligaciones generales; el Art. 7º, obligaciones del empleador en lo referente a la acción 
preventiva; el Art. 8º, obligaciones del empleador con respecto a los Programas de Seguridad y 
Salud en el Trabajo; el Art. 9º, obligaciones del empleador con relación a la Formación e 
Información de los trabajadores; el Art. 10, obligaciones del empleador en lo concerniente a la 
coordinación de actividades empresariales; y el Art. 11, obligaciones del empleador en caso de 
riesgo grave e inminente. 

Según el párrafo del Art. 8º, el empleador tendrá un plazo de 3 meses, a partir del inicio de sus 
actividades, para remitir a la Secretaría de Estado de Trabajo su programa de Seguridad y Salud 
en el Trabajo. Cada vez que se introduzcan nuevos productos, maquinarias o métodos de trabajo, 
el empleador deberá remitir a la Secretaría de Estado de Trabajo los cambios introducidos en el 
programa de seguridad y salud en el trabajo y la correspondiente solicitud de evaluación de los 
riesgos, con respecto a los mismos. Asimismo, el empleador deberá informar y capacitar a los 
trabajadores en lo que concierne a las consecuencias de estos nuevos productos, maquinarias o 
métodos de trabajo para su salud y seguridad; de igual manera, deberán tomarse las acciones 
preventivas correspondientes a dichos cambios (Art. 8.2). 

La Resolución No 04/2007, por su vez, establece las condiciones generales (Sección I) y 
particulares (Sección II) relativas a la seguridad y salud en el lugar de trabajo. La Sección I tiene 
las siguientes subsecciones: 

1. Condiciones de seguridad y salud en el lugar de trabajo, incluyendo condiciones 
de iluminación, ventilación, obstáculos, limpieza, entre otras; 

2. Condiciones de seguridad para la utilización de las maquinarias y herramientas de trabajo; 
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3. Riesgos físicos, químicos y biológicos, en particular: radioactividad, vibraciones, 
calderas y cilindros en el lugar de trabajo; 

4. Señalización de seguridad en el lugar de trabajo; 
5. Equipos de protección personal en el lugar de trabajo; 

6. Comité mixto de seguridad y salud en el trabajo; 
7. Requisitos del programa de seguridad y salud en el lugar de trabajo. 

La Sección II establece condiciones de seguridad y salud en el trabajo de acuerdo a la actividad, 

incluyendo: minas, canteras, subterráneos, perforaciones, fosos, sótanos y silos; oficinas, y 
construcciones. 

El Anexo II de la Resolución No 04/2007 incluye la relación de equipos de protección personal 
que se deben utilizar en las distintas fases del proceso constructivo. 

En la parte de construcciones, más específicamente en la Sección 2.3.26, se establecen las 
siguientes condiciones necesarias para las facilidades sanitarias y de alojamiento: 

• En toda obra o a una distancia razonable de ella deberá disponerse de un suministro 
suficiente de agua potable. 

• En toda obra o a una distancia razonable de ella, y en función del número de 
trabajadores y de la duración del trabajo, deberán facilitarse y mantenerse los 
siguientes servicios: 

− Instalaciones sanitarias y de aseo, dotadas de agua corriente en cantidad 
suficiente, en proporción al número de trabajadores. El empleador pondrá a 
disposición de los trabajadores los medios necesarios para asearse, en los casos 
en que, por la naturaleza de las labores realizadas, este aseo sea necesario. 

− Instalaciones para cambiarse de ropa, guardarla y secarla. 
− Instalaciones para que los trabajadores puedan descansar en su tiempo libre. 
− Locales para comer y para guarecerse durante interrupciones del trabajo 

provocadas por la intemperie. 

Además, deben preverse instalaciones sanitarias y de aseo por separado para los trabajadores y 
las trabajadoras (Sección 2.3.27). 

Según el Art. 11 del Convenio No 119 de la OIT: 

1. Ningún trabajador deberá utilizar una máquina sin que estén colocados en su lugar los 
dispositivos de protección de que vaya provista. No se podrá pedir a ningún trabajador 
que utilice una máquina sin que se hallen en su lugar los dispositivos de protección de 
que vaya provista. 

2. Ningún trabajador deberá inutilizar los dispositivos de protección de que vaya 
provista la máquina que utiliza. No deberán inutilizarse los dispositivos de protección 
de que vaya provista una máquina destinada a ser utilizada por un trabajador. 

En la Sección III del Convenio No 167 de la OIT se establecen medidas de prevención y 
protección a ser tomadas para seguridad de las siguientes actividades y lugares de trabajo: 

• Andamiajes y escaleras de mano. 
• Aparatos elevadores y accesorios de izado. 
• Vehículos de transportes y maquinaria de movimiento de tierras y de 

Manipulación de materiales. 
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• Instalaciones, máquinas, equipos y herramientas manuales. 
• Trabajos en alturas, incluidos los tejados. 
• Excavaciones, pozos, terraplenes, obras subterráneas y túneles. 
• Ataguías y cajones de aire comprimido. 
• Trabajos en aire comprimido. 
• Armaduras y encofrados. 
• Trabajos por encima de una superficie de agua. 
• Trabajos de demolición. 
• Alumbrado. 
• Electricidad. 
• Explosivos. 

También se establecen las medidas a ser tomadas para trabajadores que puedan estar expuestos 

a cualquier riesgo químico, físico o biológico, las precauciones contra incendios, las ropas y 
equipos de protección personal que se deben utilizar, las medidas de primeros auxilios y para 
bienestar de los trabajadores. 

La Ley No 87/2001 establece el Seguro Contra Riesgos Laborales, del cual son beneficiarios: 

a) Los(as) trabajadores(as) dependientes y los empleadores, urbanos y rurales, en 
las condiciones establecidas por la presente ley; 

b) Los trabajadores por cuenta propia, los cuales serán incorporados en forma gradual, 
previo estudio de factibilidad técnica y financiera. 

Control de la Potabilidad del Agua 

• Ley N° 42/2001, Ley General de Salud. 

Según el Art. 42 de la Ley N° 42/2001, el agua destinada para el consumo humano deberá tener 
la calidad sanitaria y los micronutrientes establecidos en las normas nacionales e internacionales. 
La SESPAS, por sí y en coordinación con otras instituciones competentes, exigirá el cumplimiento 
de las normas de calidad en todos los abastecimientos de agua destinada para el consumo 
humano, tanto en lo relativo a las normas de calidad de la misma, como a las estructuras físicas 
destinadas a su aprovechamiento. 

5.4.14 Legislación Laboral 

• Resolución No 274/1964, que aprueba el Convenio sobre la discriminación 
(empleo y ocupación), de 1958, No. III, de la O.I.T.; 

• Ley No 16/1992, por la que se promulga el Código de Trabajo; 
• Decreto No 258/1993, Reglamento para la Aplicación del Código de Trabajo; 
• Decreto No 548/2003, que establece el Reglamento sobre el Seguro de Riesgos Laborales; 
• Decreto No 523/2009, que emite el Reglamento de Relaciones Laborales en 

la Administración Pública. 

La Ley No 16/1992 establece pautas sobre las siguientes cuestiones laborales: 

− Del contrato de trabajo; 
− De la regulación privada de las condiciones del contrato de trabajo; 
− De la regulación oficial de las condiciones ordinarias del contrato de trabajo; 
− De la regulación oficial de las condiciones de algunos contratos de trabajo; 
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− De los sindicatos; 
− De los conflictos económicos, de las huelgas y de los paros; 
− De la aplicación de la ley; y 
− De la responsabilidad y las sanciones. 

 
En el Libro que trata de la regulación oficial de las condiciones de algunos contratos de trabajo, 
se encuentran las siguientes cuestiones:  

− Protección de la maternidad. 
− Trabajo de los menores. 
− Los minusválidos. 

La igualdad de derechos entre hombres y mujeres es dada por el Art. 18 del libro del contrato de 
trabajo. 

El derecho a la libertad sindical es establecido en el Art. 318, en el libro de los sindicatos. 

El derecho a huelga y las condiciones para su realización son tratados en los Art. 401 a 412 del 
libro de los conflictos económicos, de las huelgas y de los paros. 

En el libro de la regulación privada de las condiciones del contrato de trabajo, se trata del 
convenio colectivo de condiciones de trabajo, por medio del cual se pueden reglamentarse el 
monto de los salarios, la duración de la jornada, los descansos y vacaciones y las demás 
condiciones de trabajo (Art. 104). 

Los datos de la jornada de trabajo, del descanso semanal y de los días feriados son tratados en el 
de la regulación oficial de las condiciones ordinarias del contrato de trabajo. Según el Art. 147, la 
duración normal de la jornada de trabajo es la determinada en el contrato. No podrá exceder de 
8 (ocho) horas por día ni de 44 (cuarenta y cuatro) horas por semana. La jornada semanal de 
trabajo terminará a las 12 (doce) horas meridiano del día sábado. 

La jornada de trabajo en tareas o condiciones declaradas peligrosas o insalubres no podrá exceder 
de 6 (seis) horas diarias ni de 36 (treinta y seis) horas semanales. Esta jornada reducida no implica 
reducción del salario correspondiente a la jornada normal. El Secretario de Estado de Trabajo 
determinará las tareas consideradas peligrosas o insalubres (Art. 148). 

Jornada diurna es la comprendida entre las 7 (siete) de la mañana y las 9 (nueve) de la noche. 
Jornada nocturna es la comprendida entre las 9 (nueve) de la noche y las 7 (siete) de la mañana. 
Jornada mixta es la que comprende períodos de las jornadas diurna y nocturna, siempre que el 
período nocturno sea menor de 3 (tres) horas, en caso contrario, se reputa jornada nocturna (Art. 
149). 

El horario de la jornada es establecido libremente en el contrato (Art. 152). 

Según el Art. 153, la jornada de trabajo puede ser excepcionalmente elevada, pero solamente en 
lo imprescindible para evitar una grave perturbación al funcionamiento normal de la empresa, 
en los casos siguientes: 

a) accidentes ocurridos o inminentes; 
b) trabajos imprescindibles que deben realizarse en las maquinarias o en las 

herramientas, y cuya paralización pueda causar perjuicios graves; 
c) trabajos cuya interrupción pueda alterar la materia prima; y 
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d) en caso fortuito o de fuerza mayor. 
 
La jornada de trabajo también puede ser excepcionalmente elevada para permitir que la 
empresa haga frente a aumentos extraordinarios de trabajo. 

En el caso de prolongación de la jornada para hacer frente a aumentos extraordinarios de trabajo, 

el número de horas extraordinarias no podrá exceder de ochenta horas trimestrales (Art. 155). 

Las horas de trabajo rendidas en exceso de la jornada normal y en los días declarados legalmente 
no laborables, deben ser pagadas, sin excepción alguna extraordinariamente al trabajador, en la 
forma establecida en el Código de Trabajo (Art. 156). 

Todo trabajador tiene derecho a un descanso semanal ininterrumpido de 36 (treinta y seis) horas 
(Art. 163). 

 

 

El Art. 4º del Decreto No 548/2003 trata del Seguro de Riesgos Laborales, que es el mecanismo 

financiero por medio del cual, con base en el aporte de una contribución de parte del 

empleador, se garantiza que el trabajador, sea compensado debido a un accidente de trabajo, o 

una enfermedad ocupacional que como consecuencia le hayan ocasionado alguna lesión 

corporal o estado mórbido. Este seguro aplica para daños ocasionados al trabajador(a) por 

accidentes y/o enfermedades profesionales, así como la muerte a consecuencia de estos daños, 

en todo el territorio nacional (Art. 8º). 

 

El Decreto No 548/2003 se aplica a todos los empleadores que tengan dos o más trabajadores, 

incluyendo a los familiares del empleador que estén en la nómina de la empresa (Art. 14). 

El Art. 3º del Decreto No 258/1993 abre la posibilidad de trabajo para menores que hayan 

cumplido catorce años, mediante la autorización de los padres o del tutor, por escrito y 

debidamente certificada ante el Departamento de Trabajo o la autoridad local. El empleador 

incurrirá en responsabilidad si no exige de los padres o el tutor la aludida autorización. 

También se exige del menor de edad debe acreditar su aptitud física mediante la presentación 

de un certificado médico (Art. 52), a ser repetido anualmente hasta que el trabajador alcance la 

mayoría de edad (Art. 53). 

 

La forma de comunicación que debe adoptar el empleador o el trabajador, según el caso, en caso 

de despido o dimisión el empleador o el trabajador, es dada en el Art. 13 del Decreto No 

258/1993. Las reglas para determinación del promedio diario del salario de todo trabajador, 

para los fines de liquidación y pago de las indemnizaciones por concepto de auxilio de cesantía 

en caso de desahucio, despido o dimisión, así como para la asistencia económica prevista en el 

Artículo 82 del Código de Trabajo, son tratadas en el Art. 14 del Decreto No 258/1993. 
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5.5 CONVENIOS INTERNACIONALES 

Se consideran atinentes a los objetivos del proyecto, los siguientes acuerdos y convenios 
internacionales firmados y ratificados por nuestro país:  

• Agenda 21 y Declaración de Río. 

• Convención Marco sobre Cambio Climático y Protocolo de Kyoto.  

• Convención sobre Biodiversidad.  

• Convenio sobre Protección a la capa de Ozono y el Protocolo de Montreal y sus 
enmiendas.  

• Convención RAMSAR de protección de humedales.  

• Convención Internacional para la Prevención de la Contaminación por Barcos (Marpol). 


